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   ARTÍCULO

Hacia una plena transparencia retributiva en la
administración local
 01/06/2026  
Estructura Retributiva del Personal Funcionario  Estructura Retributiva del Personal Laboral  Recibo de Salarios

Otras Percepciones Económicas

El 7 de junio finaliza el plazo para que España incorpore la Directiva de Transparencia Retributiva a

su ordenamiento jurídico. En este contexto, el pasado 24 de abril el Ministerio de Trabajo inició el

trámite de consulta pública previa para la futura ley de igualdad retributiva. Sin embargo, a pocos días

de que expire el plazo fijado por la Unión Europea, todavía no se ha presentado un borrador articulado

ni se ha definido un calendario para su tramitación parlamentaria.

Así, el proceso continúa en una fase preliminar, lo que pone en duda el cumplimiento de los plazos

comunitarios e incrementa el riesgo de que la transposición de la normativa europea vuelva a

retrasarse.

La igualdad retributiva entre hombres y mujeres representa uno de los principios fundamentales del

derecho a la igualdad de trato y a la no discriminación en el ámbito laboral. Tanto la normativa

nacional como la internacional reconocen el derecho de todas las personas a percibir la misma

remuneración por un mismo trabajo o por trabajos de igual valor, sin que pueda existir diferencia

alguna por razón de sexo.

No obstante, pese a los avances legislativos y a las políticas públicas en materia de igualdad, la brecha

salarial de género continúa siendo una realidad. Las estadísticas muestran que las mujeres siguen

percibiendo salarios inferiores a los de los hombres en prácticamente todos los sectores y categorías

profesionales, lo que evidencia la existencia de una desigualdad estructural.

Entre las principales causas de esta situación se encuentran la infravaloración del trabajo femenino,

los estereotipos y roles de género asociados a determinados puestos de trabajo, la menor presencia

de mujeres en cargos de responsabilidad y dirección, así como la distribución desigual de

complementos salariales. A ello, se suma el hecho de que las mujeres asuman mayoritariamente las

IMPORTANTE

En España, según los datos del INE, la brecha retributiva entre mujeres y hombres se sitúa en

el 15,7%.


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tareas domésticas y de cuidados, lo que provoca una mayor presencia femenina en empleos a tiempo

parcial o en reducciones de jornada.

Por ende, la combinación de todos estos factores contribuye a perpetuar las diferencias salariales

entre mujeres y hombres, poniendo de manifiesto la necesidad de impulsar medidas eficaces que

garanticen una igualdad retributiva real.

A través de este artículo analizaremos en qué consiste la transparencia salarial, cuáles son las

obligaciones que introduce la Directiva europea de transparencia retributiva, el calendario de

implementación según el tamaño de su entidad y las claves para que su corporación local se adapte

a la normativa.

1.¿Qué es la ley de transparencia salarial?

La Ley de Transparencia Salarial se trata de una norma española aún no aprobada, derivada de la

Directiva UE 2023/970, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de mayo de 2023, por la que se

refuerza la aplicación del principio de igualdad de retribución entre hombres y mujeres por un mismo

trabajo o un trabajo de igual valor a través de medidas de transparencia retributiva y de mecanismos

para su cumplimiento.

Dicha Directiva tiene como principal objetivo reducir y eliminar la brecha salarial entre mujeres y

hombres en todos los países miembros de la Unión Europea, obligando a los empleadores a garantizar

la igualdad de sueldos por trabajos de igual valor.

Entre las principales novedades que incorpora la Directiva, destaca la posibilidad de que las personas

trabajadoras puedan solicitar información relativa a la política salarial aplicable al resto de la plantilla,

así como el impulso de medidas de transparencia retributiva incluso con carácter previo a la

contratación de los candidatos, entre otras cuestiones.

En este contexto, la propia Directiva fija las directrices que España deberá seguir para la incorporación

de derechos y obligaciones en materia de igualdad retributiva, algunos de los cuales ya se encuentran

previstos en nuestro marco normativo, como veremos a continuación.

IMPORTANTE

 El artículo 157.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) obliga a cada

Estado miembro a garantizar la aplicación del principio de igualdad de retribución entre

trabajadores y trabajadoras por un mismo trabajo o por un trabajo de igual valor.


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2. ¿Cómo encaja la Directiva con la normativa española de
igualdad salarial vigente?

Nuestro país no parte de cero en materia de transparencia retributiva, sino que dispone de un amplio

marco normativo y de diversas políticas públicas orientadas a combatir la discriminación salarial entre

mujeres y hombres, en línea con las exigencias de la Unión Europea.

En primer lugar, la Constitución Española de 1978, en su artículo 14, consagra el principio de igualdad y

prohíbe cualquier discriminación por razón de sexo. Por otra parte, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de

marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (en adelante, LOI) y el artículo 28 del texto

refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de

23 de octubre ( en adelante, TRLET), relativo a la igualdad de remuneración por razón de sexo,

implantan medidas para prevenir la discriminación y asegurar la igualdad de trato, oportunidades y

retribución en el trabajo.

Asimismo, el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo introduce medidas para garantizar la igualdad de

trato y oportunidades, entre las que destaca la obligación de contar con plan de igualdad a las

entidades de 50 o más personas en plantilla. Y, por último, el Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre,

de igualdad retributiva entre mujeres y hombres (en adelante Real Decreto 902/2020, de 13 de

octubre) incorpora el principio de transparencia retributiva y desarrolla instrumentos como el registro

retributivo para todas las entidades y la auditoría salarial en el contexto de los planes de igualdad.

Bajo este escenario, y ante la persistencia de la brecha salarial de género la Directiva europea refuerza

y amplía toda esta normativa existente, y exige a nivel nacional medidas más estrictas y concretas.

3. ¿A quién afecta la ley de transparencia retributiva?

Para resolver esta cuestión debemos estar a lo dispuesto en el artículo 2 de la Directiva (UE) 2023/970

a cuyo tenor:

«La presente Directiva se aplica a los empleadores de los sectores público y privado.

La presente Directiva se aplica a todos los trabajadores que tengan un contrato de trabajo o una

relación laboral según se definen en el Derecho, los convenios colectivos o las prácticas vigentes

en cada Estado miembro, y habida cuenta de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia.

A efectos del artículo 5, la presente Directiva se aplicará a los solicitantes de empleo».
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La Directiva de transparencia salarial tiene un alcance general y resulta aplicable tanto a empleadores

del sector público como del sector privado en toda la Unión Europea.

En este sentido, afecta a las empresas y organizaciones privadas con independencia de su tamaño o

actividad, si bien determinadas obligaciones varían en función de su dimensión, así como a las

administraciones públicas. Asimismo, su ámbito de aplicación se extiende a las personas

trabajadoras sujetas a distintas modalidades contractuales, incluyendo al personal a tiempo completo

o parcial, fijo o temporal. Y, por último, a las personas candidatas a un empleo, ya que las entidades

empleadoras, tanto antes de la contratación como durante los procesos de selección, deben

proporcionar información sobre la retribución inicial del puesto basada en criterios objetivos y

neutros.

Respecto de su aplicación a las entidades locales:

Como hemos avanzado el apartado 1 del artículo 2 de la Directiva (UE) dispone que la misma se aplica

tanto a los empleadores públicos como privados.

La fórmula no admite distinción por la forma de la persona pública del empleador, por tanto,

consideramos que comprende a las Entidades Locales en su condición de empleador del personal

funcionario y del personal laboral a su servicio.

Lo anterior tiene reflejo en la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que ha declarado,

mediante la sentencia de 19 de marzo de 2002, asunto C-476/99, Lommers, FJ 25, que «el principio de

igualdad de trato establecido por la Directiva tiene alcance general y que ésta se aplica a las relaciones

de empleo del sector público», doctrina precedida y reiterada en las sentencias del mismo Tribunal de

26 de octubre de 1999, asunto C-273/97, Sirdar, FJ 18, y de 11 de enero de 2000, asunto C-285/98, Kreil,

FJ 18. La proyección horizontal del artículo 14 de la Constitución vincula además a la Administración

Pública en su condición de empleadora.

En el plano interno, la LOI, proyecta el principio de igualdad retributiva sobre el personal funcionario

por mandato de su artículo 63, mientras que el Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, lo proyecta

sobre el personal laboral del sector público en virtud de su disposición adicional cuarta, a cuyo tenor: 

«Al personal laboral al servicio de las administraciones públicas le resultará de aplicación lo

previsto en el presente reglamento, de acuerdo con las peculiaridades establecidas en su

legislación específica».

Por todo ello, los Ayuntamientos quedarían integrados en el ámbito subjetivo de la Directiva en su

doble condición de empleadores del personal funcionario y del personal laboral. Así las cosas, la futura
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ley española de transposición sí comprenderá a las Entidades Locales, sin que la inclusión dependa, en

rigor, de su tenor pues deriva ya del propio artículo 2.1 de la Directiva.

4.¿Cuándo entra en vigor la ley de transparencia salarial en
España?

La Directiva de Transparencia Retributiva se encuentra actualmente pendiente de transposición al

ordenamiento jurídico español.

España deberá incorporar esta normativa a su legislación, como fecha límite, el 7 de junio de 2026, así

lo establece el artículo 34.1 de la Directiva. A partir de ese momento, las entidades españolas deberían

iniciar la implementación de las nuevas obligaciones y adaptar sus modelos organizativos, los sistemas

de información y sus políticas de personal para cumplir con unos requisitos significativamente más

exigentes que los vigentes en la actualidad.

Al tratarse de una directiva europea, conviene esperar a la transposición de la norma para conocer con

exactitud su contenido y para que su cumplimiento resulte exigible en todo el territorio nacional.

Sin embargo, transcurrido dicho plazo sin transposición íntegra, el personal de los Ayuntamientos

podrían solicitar que las disposiciones suficientemente claras, precisas e incondicionadas de la

Directiva le resultaran de aplicación en virtud de la doctrina del efecto directo vertical, en este sentido

el TJUE en su sentencia 23-XI-1977, Enka 38/77), establece: 

«En todos los casos en que disposiciones de una directiva aparezcan, desde el punto de vista de

su contenido, como incondicionales y suficientemente precisas, estas disposiciones pueden ser

invocadas en defecto de medidas de aplicación adoptadas en los plazos, contra toda disposición

nacional no conforme a la directiva».

Calendario de implementación según el tamaño de la plantilla:

Al margen de la transposición, para exigir la obligación de informar sobre la brecha retributiva de

género, la Directiva UE 2023/970 en su artículo 9 incluye un cronograma de aplicación en función del

número de personas trabajadoras en la entidad:

Plantillas de 250 o más empleados: suministrarán la información correspondiente al anterior
año natural a más tardar el 7 de junio de 2027 y posteriormente cada año.

●

Plantillas de entre 150 y 249 empleados: facilitarán la información correspondiente al anterior
año natural a más tardar el 7 de junio de 2027 y posteriormente cada tres años.

●
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La auditoría retributiva conjunta del artículo 10 de la Directiva opera, a su vez, como obligación

derivada para los empleadores ya sujetos al artículo 9 y solo cuando se constate una diferencia

retributiva no justificada de al menos un 5% que no haya sido subsanada en el plazo de seis meses.

Sin perjuicio de lo anterior, la exención del informe periódico para las plantillas con menos de 100

empleados de brecha y de la auditoría conjunta no se proyecta sobre los restantes deberes que la

propia Directiva impone, con independencia del tamaño del empleador: las estructuras retributivas

neutras del artículo 4, la transparencia previa al empleo del artículo 5, la disponibilidad de los criterios

de retribución y progresión del artículo 6 y el derecho de información individual del artículo 7 se aplica

a todo empleador comprendido en su ámbito.

Conviene además recordar que el artículo 27 de la Directiva contiene una cláusula de no regresión, a

cuyo tenor:

«1. Los Estados miembros podrán introducir o mantener disposiciones que sean más favorables

para los trabajadores que las establecidas en la presente Directiva.

2. La aplicación de la presente Directiva no constituirá en ningún caso motivo para reducir el nivel

de protección en los ámbitos por ella regulados».

De suerte que la transposición no podrá rebajar el nivel ya existente en el Derecho interno español,

donde el artículo 28.2 del TRLET y el artículo 5.1 del Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, imponen

el registro retributivo a todo empleador, sin umbral mínimo de plantilla, deber proyectado al personal

laboral del Ayuntamiento por la disposición adicional cuarta del citado reglamento.

En definitiva, los Ayuntamientos con una plantilla inferior a 100 trabajadores, no quedarían exentos de

las obligaciones de los artículos 4 a 7 de la Directiva ni del registro retributivo del Derecho interno

preexistente. Lo único que no les resultaría exigible, a salvo de lo que disponga la futura ley española

Plantillas de entre 100 y 149 empleados: divulgarán la información correspondiente al anterior
año natural a más tardar el 7 de junio de 2031 y posteriormente cada tres años.

●

Plantillas con menos de 100 empleados: no existe obligación de elaborar informes periódicos
salvo que el derecho nacional lo establezca; no obstante, pueden hacerlo de forma voluntaria.

●

AVISO

Aunque las entidades con menos de 100 trabajadores no están obligadas a elaborar

informes periódicos, sí deben garantizar que cada empleado pueda acceder a la información

retributiva de su plantilla. Asimismo, deben asegurar la transparencia salarial tanto en las

ofertas de empleo como en los procesos de selección.


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de transposición al amparo de la habilitación del propio artículo 9.5 in fine, es el informe periódico de

brecha del artículo 9 y, por derivación, la auditoría conjunta del artículo 10.

5. Objetivos de la normativa sobre transparencia salarial

La Directiva europea tiene como objetivo principal introducir nuevas obligaciones para luchar contra

la desigualdad salarial que actualmente no se prevén en nuestra legislación, a través de objetivos más

específicos:

6. Nuevas obligaciones en materia de transparencia
retributiva

Para analizar las obligaciones concretas que podrían pesar sobre los Ayuntamientos, conviene partir

de la normativa estatal mediante el artículo 28.2 TRLET, a cuyo tenor:

«El empresario está obligado a llevar un registro con los valores medios de los salarios, los

complementos salariales y las percepciones extrasalariales de su plantilla, desagregados por sexo

y distribuidos por grupos profesionales, categorías profesionales o puestos de trabajo iguales o

de igual valor».

Deber que el artículo 5.1 del Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, extiende a:

«todas las empresas [...], al margen de su tamaño, mediante la elaboración documentada de los

datos promediados y desglosados».

A lo anterior, se suma la auditoría retributiva regulada en los artículos 7 y 8 del Real Decreto

902/2020, de 13 de octubre, exigible cuando el empleador esté obligado a elaborar plan de igualdad ex

Eliminar la brecha salarial de género●

Reforzar la negociación colectiva como herramienta para garantizar la igualdad retributiva●

Reforzar los derechos y obligaciones para alcanzar la igualdad salarial entre mujeres y hombres●

Promover transparencia en los sistemas retributivos●

Fomentar la equidad retributiva: por trabajos de igual valor, misma retribución●

Facilitar a los empleados información clara sobre criterios salariales y niveles retributivos●

Impulsar sistemas justos y objetivos de valoración de puestos de trabajo●

Identificar, prevenir y corregir desigualdades salariales●

Aumentar la objetividad en la fijación de salarios mediante criterios neutros y verificables●
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artículo 45 de la LOI, así como el deber de remisión periódica de información retributiva del personal

funcionario que recoge el artículo 63 de la LOI, a cuyo tenor: «Todos los Departamentos Ministeriales y

Organismos Públicos remitirán, al menos anualmente, [...] información relativa a la aplicación efectiva

en cada uno de ellos del principio de igualdad entre mujeres y hombres, con especificación, mediante

la desagregación por sexo de los datos, de la distribución de su plantilla, grupo de titulación, nivel de

complemento de destino y retribuciones promediadas de su personal»; precepto cuya filosofía se

proyecta sobre el conjunto de Administraciones Públicas, también las entidades locales, en virtud del

principio de igualdad efectiva. 

Como cláusula transversal, el artículo 9.1 de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de

trato y la no discriminación, prohíbe las limitaciones, segregaciones o exclusiones por razón de las

causas previstas en esta ley para el acceso al empleo por cuenta ajena, público o privado en términos

discriminatorios.

Sentado lo anterior, conviene precisar el régimen que aporta la Directiva:

Teniendo en cuenta lo anterior, deberán las entidades locales:

1. Mantener actualizados sus registros retributivos del personal laboral conforme al artículo 28.2

del TRLET y al artículo 5 del Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre con desglose por sexo,

grupos y categorías y diferencias porcentuales; 

2. Articular un mecanismo equivalente de información sobre las retribuciones del personal

funcionario, conforme al espíritu del artículo 63 de la LOI; 

3. Adaptar, a partir del 7 de junio, sus procedimientos retributivos y de selección al estándar

de transparencia activa y derecho de información individual de los artículos 4 a 7 de la Directiva.

Su artículo 4 obliga a establecer estructuras retributivas neutras con respecto al género,
fundadas en criterios objetivos de competencias, esfuerzo, responsabilidad y condiciones de
trabajo: «mismo trabajo y trabajo de igual valor».

●

Su artículo 5 introduce la transparencia retributiva en la fase de selección, imponiendo la
comunicación al solicitante de empleo de la retribución inicial o de su banda.

●

Su artículo 6 obliga a poner a disposición de la plantilla los criterios de fijación de retribución y
de progresión profesional.

●

Y su artículo 7 reconoce a cada trabajador un derecho subjetivo a obtener, por escrito y en un
plazo máximo de dos meses, información sobre su nivel retributivo individual y los niveles
retributivos medios desagregados por sexo para las categorías de trabajadores que realicen el
mismo trabajo o un trabajo de igual valor.

●
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a. Incidencia en los procesos selectivos de los Ayuntamientos:

El artículo 5 de la Directiva impone dos deberes en la fase de convocatoria y de proceso. Su apartado

1 dispone que «los solicitantes de empleo tendrán derecho a recibir del empleador potencial

información sobre lo siguiente [...] la retribución inicial o la banda retributiva inicial, basadas en

criterios objetivos y neutros con respecto al género, correspondientes al puesto al que aspiran»,

información que debe perfeccionarse en la convocatoria o por remisión desde la misma pues la

Directiva prevé que:

«Esa información se facilitará de tal forma que se garantice una negociación informada y

transparente sobre la retribución, por ejemplo, en el anuncio de la vacante que se publique o por

otro medio».

Su apartado 3 obliga a que:

«los anuncios de las vacantes de trabajo y las denominaciones de los puestos de trabajo sean

neutros con respecto al género, y que los procesos de contratación se desarrollen de un modo no

discriminatorio, a fin de no socavar el derecho a la igualdad de retribución por un mismo trabajo

o un trabajo de igual valor».

Lo anterior debe leerse en consonancia con los artículos 55 y 60 del texto refundido de la Ley del

Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre

NOTA PRÁCTICA

En resumen, las obligaciones de los Ayuntamientos se estructuran en dos planos:

1. En el derecho interno ya vigente:

2. En el plano de la Directiva, a partir del 7 de junio de 2026:



Registro retributivo del personal laboral.●

Mecanismo equivalente de información retributiva del personal funcionario.●

Auditoría retributiva cuando concurra obligación de plan de igualdad.●

Estructuras retributivas neutras con respecto al género.●

Transparencia previa al empleo.●

Disponibilidad a la plantilla de los criterios de retribución y progresión.●

Derecho de información individual con respuesta en dos meses.●



10

(en adelante, TRLEBEP), que rigen los principios de selección y la composición paritaria de los órganos

calificadores. La articulación de estos preceptos con el artículo 23.2 de la Constitución, que reconoce el

derecho al acceso en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, refuerza el deber de

neutralidad de género en bases, anuncios y desarrollo de los procesos selectivos.

Por todo ello, consideramos que, para garantizar que los procesos selectivos discurran de manera no

discriminatoria, las bases de las futuras convocatorias, a partir del 7 de junio de 2026, deberían

incorporar:

Conviene, con carácter previo a futuras convocatorias, revisar la relación de puestos de trabajo y la

valoración de los puestos a fin de asegurar la equivalencia retributiva por trabajo de igual valor exigida

por el artículo 4 de la Directiva, en conexión con el artículo 4 del Real Decreto 902/2020, de 13 de

octubre.

b. Nuevos derechos para los empleados municipales

La Directiva, en su artículo 7.1, introduce derechos para los trabajadores en materia de información

retributiva:

«Los trabajadores tendrán derecho a solicitar y a recibir información por escrito, […], sobre su

nivel retributivo individual y sobre los niveles retributivos medios, desglosados por sexo, para las

categorías de trabajadores que realicen el mismo trabajo o un trabajo de igual valor al suyo».

Por otro lado, la Directiva recuerda en el considerando 21 que el principio de igualdad de retribución

debe respetarse en lo que se refiere al salario o sueldo o a cualesquiera otras gratificaciones, en

efectivo o en especie, que los trabajadores reciban directa o indirectamente de su empleador en razón

de su empleo. Añadiendo que:

«De conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (6), el concepto de «retribución»

debe incluir no solo el salario, sino también los componentes complementarios o variables de la

La banda retributiva inicial del puesto ofertado, determinada conforme a criterios objetivos y
neutros desde la perspectiva de género.

●

La formulación de las denominaciones de los puestos y de los anuncios de vacantes en términos
igualmente neutros respecto al género.

●

AVISO

Si lo anterior no se incluye en la convocatoria, se deberá efectuar una remisión a la forma de

cómo obtener dicha información.


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retribución. En el caso de los componentes complementarios o variables, deben tenerse en

cuenta todas las prestaciones adicionales al salario o sueldo base o mínimo ordinario que se

abonen directa o indirectamente, en efectivo o en especie, al trabajador. Dichos componentes

complementarios o variables pueden incluir, entre otros, las primas, la compensación por horas

extraordinarias, el complemento de transporte, las dietas por alojamiento y manutención, el plus

de formación, las indemnizaciones por despido, la prestación legal por enfermedad, las

prestaciones reglamentarias y las pensiones de empleo. El concepto de «retribución» debe incluir

todos los elementos de la remuneración exigibles con arreglo al Derecho, los convenios colectivos

o las prácticas de cada Estado miembro».

7. ¿Qué consecuencias y sanciones pueden derivarse del
incumplimiento?

Por incumplimiento, las entidades locales podrían enfrentarse, según el caso a:

El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real

Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto (en adelante, LISOS), tipifica como infracción grave en su

artículo 7.13 «No cumplir las obligaciones que en materia de planes y medidas de igualdad establecen

la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, el Estatuto de

IMPORTANTE

Cualquier empleado de las corporaciones locales podrá solicitar información sobre:



Su nivel retributivo individual.●

 Los niveles retributivos medios de quienes desempeñen el mismo trabajo o un trabajo
de igual valor, desglosados por género.

●

Complementos salariales, percepciones de carácter extrasalarial o sobre cualquier otro
concepto retributivo (dado que el salario también incluye los componentes
complementarios o variables de la retribución).

●

NOTA PRÁCTICA

No se impedirá a las personas trabajadoras revelar su retribución a efectos del cumplimiento

del principio de igualdad de retribución, por lo que se eliminan las cláusulas de

confidencialidad salarial en los contratos de trabajo.



Sanciones administrativas en el orden social:●
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los Trabajadores o el convenio colectivo que sea de aplicación»; y como infracción muy grave en su

artículo 8.12 «Las decisiones unilaterales de la empresa que impliquen discriminaciones directas o

indirectas desfavorables [...] por circunstancias de sexo».

A su vez, el artículo 8.17 tipifica como muy grave «No elaborar o no aplicar el plan de igualdad, o

hacerlo incumpliendo manifiestamente los términos previstos» cuando la obligación de elaborarlo

responda a lo establecido en la propia LISOS, en el artículo 46.2 de la LOI o en convenio colectivo.

Este régimen se proyecta mediante sanciones administrativas sobre la actuación de los Ayuntamientos

como empleadores del personal laboral.

Respecto del personal funcionario, las consecuencias se reconducen al régimen disciplinario propio de

los artículos 93 y siguientes del TRLEBEP, respecto de quien adopte la decisión discriminatoria.

La Directiva refuerza la posición procesal de quien reclame mediante una inversión de la carga de la

prueba. Conforme a su artículo 18.2 cuando se demuestre que un empleador ha incumplido alguna de

las obligaciones establecidas en los artículos 5, 6, 7, 9 y 10, ya no corresponde a la persona trabajadora

demostrar la existencia de discriminación, sino que corresponderá al empleador demostrar que no ha

existido.

El artículo 16.1 de la Directiva impone la garantía de una indemnización plena, a cuyo tenor:

«Los Estados miembros se asegurarán de que todo trabajador que haya sufrido un perjuicio

como consecuencia de la infracción de cualquiera de los derechos u obligaciones relativos al

principio de igualdad de retribución tenga el derecho de reclamar y obtener una indemnización o

reparación íntegra [...]».

Y el apartado 2 del artículo 16 prohíbe el establecimiento de un límite máximo previo.

El coste de las indemnizaciones íntegras y sin límite previo a favor del personal afectado, de

materializarse, afectaría a los presupuestos municipales.

8. Conclusiones

El 7 de junio de 2026 se aproxima y España se encamina para incumplir nuevamente el plazo de

transposición de una Directiva europea.

Responsabilidad disciplinaria:●

Inversión de la carga de la prueba:●

Indemnizaciones plenas y sin límite:●
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Por prudencia, se recomienda a las entidades locales españolas esperar a que se complete dicha

transposición, dado que en este momento no se conoce con certeza su alcance definitivo ni si la

normativa española irá más allá de lo previsto en la Directiva.

No obstante, animamos a los Ayuntamientos a seguir avanzando en materia de transparencia

retributiva incorporando medidas o pequeños gestos en su día a día tales como, no preguntar a los

candidatos/as en las entrevistas de los procesos selectivos sobre sus historiales retributivos en sus

relaciones laborales actuales o anteriores; revisar y comprobar que las bandas salariales y sus políticas

de retribuciones respetan la igualdad de género, y si no es así, adaptarlas; así como poner a

disposición de sus plantillas los criterios de fijación de retribución y de progresión profesional.

Igualmente, en las futuras convocatorias de empleo público, deberá garantizarse que los anuncios de

las vacantes y las denominaciones de los puestos de trabajo utilicen un lenguaje neutro desde la

perspectiva de género, y que los procesos de selección se desarrollen en condiciones de igualdad y

ausencia de discriminación.

Por último, les instamos a revisar sus relaciones de puestos de trabajo y las valoraciones de los

puestos, con el fin de asegurar la equivalencia retributiva por trabajo de igual valor, conforme a lo

exigido por la normativa europea. 


